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Exp. No. 18523
Actor: Laura Rosa Castaño de Bedoya y otros.

_______________________________________
_

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

Consejero Ponente (E): MAURICIO FAJARDO GÓMEZ 


Bogotá D.C., junio nueve (9) de dos mil diez (2010).

Expediente No. 
18523
Radicación No.
17001 23 31 000 1997 01059 01

Actor: 


LAURA ROSA CASTAÑO DE BEDOYA Y OTROS.
Demandado:    
LA NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA Y RAMA JUDICIAL.

Naturaleza:      
ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA.

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte actora contra la sentencia de febrero 11 de 2000, proferida por el Tribunal Administrativo de Caldas, mediante la cual se negaron las pretensiones de la demanda.
I. ANTECEDENTES
1. La demanda-.

Mediante demanda presentada el 21 de agosto de 1997, los señores Laura Rosa Castaño, Antonio José Flor de María, María Mercedes, Nicolás de Jesús y Rosalía Bedoya Castaño, esta última en nombre propio y en representación de su hija menor de edad Paula Johanna Bedoya, así como el señor Efraín Aguilar Suárez, a través de apoderado judicial, en ejercicio de la acción de reparación directa prevista en el artículo 86 del C. C. A., solicitaron que se declarara responsable a la parte demandada por la muerte del señor Gabriel Antonio Bedoya Ramírez y las lesiones sufridas por el señor Efraín Aguilar Suárez, en hechos ocurridos el 30 de abril de 1997, en la ciudad de Manizales (Caldas) (fls. 19 a 29 c.p.).

En consecuencia, pidieron que se condenara a la demandada a pagar, por concepto de perjuicios morales, el equivalente en pesos a 2000 gramos de oro para cada uno de los demandantes, con el fin de compensar la profunda aflicción y el dolor por ellos sufridos con ocasión de la muerte de su esposo, padre y abuelo y respecto del lesionado, por la tristeza derivada por sus heridas y las secuelas dejadas por las mismas (fls. 19 y 20 c.p.).
1.1. Hechos de la demanda-.

En la demanda se expusieron los hechos que a continuación se resumen (fls. 20 a 23 c.p.):

1. El 30 de abril de 1997, alrededor de las 10:30 A.M., miembros de la Policía Nacional y del Cuerpo Técnico de Policía Judicial –CTI-, se vieron involucrados en un tiroteo con un ciudadano que acababa de atracar una sucursal de la entidad bancaria Davivienda en la ciudad de Manizales (Caldas).
2. En el operativo intervinieron los siguientes agentes de la Policía Nacional: Sargento Segundo Jorge William Flórez Rondón, Subintendente William Ospina, Patrullero Jhon Mario Sánchez Ospina, Subintendente María Shirley Bedoya Rivera, Agente José Francisco García, Subintendente Orlando Cano Duque, Agente Rivera, Intendente Carlos Alberto López Arenas y Agente Alfredo Orozco Alzate, quienes hicieron uso de sus armas de dotación oficial en repetidas oportunidades.
3. Así mismo, participaron con su armamento de dotación oficial los siguientes agentes adscritos al Cuerpo Técnico de Policía Judicial –CTI-: Germán Cardona Sepúlveda, Hernán Ramírez Galeano, Alonso Cardona Cardona y Jorge Eduardo Buitrago Patiño.
4. El desempeño de los aludidos agentes de la Policía Nacional y del CTI el 30 de abril de 1997 fue defectuoso, toda vez que hicieron uso de sus armas de fuego de manera indiscriminada, sin tomar las debidas precauciones tendientes a proteger a la población civil del riesgo que su presencia armada entrañaba, el cual se materializó en las heridas por arma de fuego de dotación oficial sufridas por los señores Efraín Aguilar Suárez, Lázaro Castaño Alzate y Gabriel Antonio Bedoya Ramírez; este último falleció días después, como consecuencia de las heridas que le causaron los agentes de la Policía Nacional y del CTI el 30 de abril de 1997, mientras que el primero de los nombrados resultó con una herida en su brazo izquierdo que lo tiene permanentemente incapacitado.
2. Contestación de la demanda y trámite en primera instancia-.

1. Una vez proferido el auto admisorio de la demanda el 6 de octubre de 1997, se notificó el mismo de forma personal al Ministerio Público y a la parte demandada y, dentro del término de fijación en lista, ésta última contestó la demanda en los siguientes términos (fls. 33, 34, 36, 38 y 39 c.p.):

La Nación – Rama Judicial se opuso a la prosperidad de las pretensiones de la demanda y precisó que no se encontraba legitimada en la causa por pasiva, toda vez que el Cuerpo Técnico de Policía Judicial –CTI-, pertenece a la Fiscalía General de la Nación, entidad pública que si bien hace parte de la Rama Judicial, goza de autonomía presupuestal y administrativa, por lo cual debe ser vinculada a los procesos judiciales en los cuales sea demandada, de forma independiente y no a través de la Rama Judicial (fls. 46 a 63 c.p.).
La Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional se opuso a la prosperidad de las pretensiones de la demanda y señaló que se atenía a lo que resultara acreditado en el proceso, para lo cual expresamente coadyuvó las pruebas solicitadas por la parte actora (fls. 66 a 68 c.p.).

2. Una vez se agotó la etapa probatoria, a través de auto de noviembre 10 de 1998, el a quo decretó el traslado a las partes para alegar de conclusión y al Ministerio Público para que rindiera concepto (fl. 101 c.p.).

La parte actora hizo un extenso recuento de las pruebas allegadas al expediente y señaló que las mismas acreditaban plenamente los hechos alegados en la demanda, por lo cual solicitó que se acogieran en su totalidad las pretensiones incoadas en la misma (fls. 103 a 117 c.p.).
La Nación – Rama Judicial se opuso a la prosperidad de las pretensiones de la demanda en atención a que las pruebas recaudas a lo largo del proceso indicarían que el deceso del señor Gabriel Antonio Bedoya Ramírez habrían obedecido a causas naturales y no a una herida por arma de fuego sufrida el 30 de abril de 1997. En cuanto a las supuestas lesiones sufridas por el señor Efraín Aguilar Suárez, no obra elemento probatorio que acredite la ocurrencia de las mismas y sus pretendidas secuelas (fls. 118 a 120 c.p.).

La Nación - Ministerio de Defensa – Policía Nacional solicitó que se negaran las pretensiones de la demanda, por cuanto no se acreditó el daño padecido por los actores, ni mucho menos que entre éste y alguna conducta de la Policía Nacional mediara un nexo de causalidad (fls. 119A y 120A c.p.).

El Ministerio Público consideró que no podían prosperar las pretensiones de los demandantes, en virtud de que no se habría allegado prueba alguna que acreditara los supuestos de hecho alegados en la demanda (fls. 124 a 131 c.p.).

3. La sentencia de primera instancia-.
Por sentencia de febrero 11 de 2000, el Tribunal Administrativo de Caldas negó las pretensiones de la demanda, con fundamento en que en el expediente se acreditó que la muerte del señor Gabriel Antonio Bedoya Ramírez se habría producido por causas naturales y, respecto de las supuestas lesiones sufridas por el señor Efraín Aguilar Suárez, no se acreditó nexo alguno entre las mismas y alguna conducta –activa u omisiva- desplegada por la Administración (fls. 134 a 150 c.p.).
4. Recurso de apelación y actuación en segunda instancia-.
1. La parte actora interpuso en tiempo recurso de apelación contra la sentencia anterior, el cual le fue concedido por el Tribunal en auto de marzo 16 de 2000, a cuya admisión accedió el Consejo de Estado mediante auto de julio 27 de 2000 (fls. 156, 159 y 169 c.p.).

Se solicitó revocar la sentencia impugnada y en su lugar acceder a las pretensiones de la demanda, por cuanto sí estaría acreditado el daño padecido por los actores -la muerte del señor Gabriel Antonio Bedoya Ramírez y las lesiones del señor Efraín Aguilar Suárez- derivado del uso de armas de fuego de dotación oficial por parte de miembros de la Policía Nacional y del CTI, el 30 de abril de 1997, en ejecución de un operativo en contra de un presunto delincuente; por lo tanto, el título de imputación aplicable sería el objetivo de riego excepcional, frente al cual, a la parte demandada le competía demostrar la presencia de una causal excluyente de responsabilidad, lo cual no ocurrió en el presente caso y, por lo tanto, se impondría el acoger las súplicas de la demanda (fls. 162 a 166 c.p.).
2. Por auto de agosto 18 de 2000, esta Corporación decretó el traslado a las partes para alegar de conclusión y al Ministerio Público para que rindiera concepto; la parte actora reiteró las argumentos esgrimidos en el recurso de apelación interpuesto, mientras que las entidades públicas demandadas y el Ministerio Público guardaron silencio (fls. 171 a 178 c.p.).

II. CONSIDERACIONES DE LA SALA

Por ser competente, procede la Sala a decidir, en segunda instancia
, el recurso de apelación interpuesto por la parte actora, contra la sentencia dictada por el Tribunal Administrativo de Caldas el 11 de febrero de 2000.

1. Cuestión previa-.

Es preciso señalar que los actores formularon demanda contra la Nación - Rama Judicial, por una supuesta actuación del Cuerpo Técnico de Investigaciones –CTI- de la Fiscalía General de la Nación; sin embargo, como en el presente caso la demanda no fue dirigida contra la Fiscalía General, en el evento de imponerse una condena a la Nación - Rama Judicial, por un hecho imputable a la primera, la misma se haría con cargo al presupuesto de dicha entidad, por las siguientes razones
:


Según el artículo 149 del Decreto 01 de 1984, la representación de la Nación - Rama Judicial estaba en cabeza del Ministro de Justicia; con la entrada en vigencia de la Ley 270 de 1996
 -Estatutaria de la Administración de Justicia-  dicha  representación se radicó en el Director Ejecutivo de Administración Judicial. Por su parte, el artículo 49 de la Ley 446 de 1998
, norma que modificó el artículo 149 del Código Contencioso Administrativo, dispuso que la representación de la Nación para efectos judiciales por actuaciones de la Fiscalía General de la Nación, le corresponde al Fiscal General de la Nación. No obstante esto último, la jurisprudencia del Consejo de Estado entendió que la norma contenida en el artículo 49 de la Ley 446 de 1998 no contravino lo prescrito por el artículo 99 de la Ley 270 de 1996, de allí que se le haya conferido a dichas disposiciones una interpretación integral para inferir que tanto el Director Ejecutivo de Administración Judicial como el Fiscal General de la Nación pueden representar judicialmente a la Nación
. 

Es menester señalar que la Fiscalía General de la Nación pertenece a la Rama Judicial, goza de autonomía administrativa y presupuestal, de conformidad con lo establecido en el artículo 249 de la Constitución Política. Como corolario de esa autonomía las condenas que se profieran contra la Nación, por las actuaciones realizadas por la Fiscalía, deberán ser cumplidas o pagadas con el presupuesto de ésta. Así lo ha dispuesto esta Corporación, por ejemplo, la Sala Plena Contenciosa del Consejo de Estado, al decidir el conflicto de competencias surgido entre la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y la Fiscalía General de la Nación, en relación con el pago de la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca el 2 de septiembre de 1999, mediante la cual se declaró administrativamente responsable a la Nación - Ministerio de Justicia y del Derecho, por la privación injusta de la libertad a que fue sometida la demandante, sostuvo:

“En el presente caso, la litis se trabó con La Nación, representada por el Ministerio de Justicia y del Derecho (que a la postre resultó condenada), porque, como consta en el expediente, al momento de la presentación de la demanda no se había designado al Director Ejecutivo de la Rama Judicial, por ello el Tribunal aplicó el artículo 149 del C.C.A. que establecía la representación de la Nación, para estos eventos, en el Ministerio de Justicia.

Ahora bien, una es la representación judicial —que hoy en día tiene la Dirección Ejecutiva de la Administración Judicial— y otra muy distinta, la capacidad para responder pecuniariamente.

Con la Constitución de 1991 la Fiscalía General de la Nación fue dotada de autonomía administrativa y presupuestal, de tal forma que maneja sus recursos separadamente del presupuesto que gobierna el Consejo Superior de la Judicatura, conteniendo un rubro de sentencias judiciales.

Aparte de lo anterior, la ley le otorga responsabilidad en estos eventos al Fiscal General de la Nación, según lo ordena el numeral 5º del artículo 17 del Decreto 261 de 2000, Estatuto que modificó la estructura y funciones de la Fiscalía:

Art. 17. El Fiscal General de la Nación tiene la representación de la entidad frente a las autoridades del poder público así como frente a los particulares y además de las funciones especiales otorgadas por la Constitución Política, tiene las siguientes funciones generales:

(…).
5. Ser vocero y responsable por las actuaciones de la Fiscalía General de la Nación ante los demás estamentos del Estado y de la sociedad.”

En el mismo sentido estaba el numeral 4º del artículo 22 del Decreto 2699 de 1991, subrogado por la norma transcrita.

En el caso que nos ocupa está probado que la autoridad que infligió el daño fue la Fiscalía General de la Nación al ordenar injustamente la privación de la libertad de la señora Anatilde Santiago de Contreras y toda vez que el presupuesto de esta Entidad es diferente del que tiene a su cargo el Consejo Superior de la Judicatura, los rubros que deben afectarse para reponer el daño causado son los de la Fiscalía General de la Nación y no los de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial.

Considera la Sala que si bien en este momento la representación judicial de la Nación, por hechos que se imputan a la Fiscalía General, corresponde a esta entidad, en los procesos iniciados y adelantados con anterioridad, cuando aún no estaba vigente el artículo 49 de la Ley 446 de 1998 y jurisprudencialmente se discutía sobre la posible inaplicación de esa norma por cuanto podía contradecir la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, dicha representación, para la época de formulación de la demanda, estaba a cargo de la Dirección Ejecutiva del Consejo Superior de la Judicatura, entidad que, en el presente asunto, confirió poder a un profesional del Derecho para que asumiera la defensa judicial de la Nación - Rama Judicial, por los hechos que le imputaron los actores como consecuencia de una acción supuestamente adelantada por miembros del CTI.

Hechas las anteriores precisiones, considera la Sala que en el caso en análisis, en el evento de llegar a efectuarse una condena en contra de la Nación - Rama Judicial, ésta debería ser asumida por la Fiscalía General de la Nación con cargo a su presupuesto.

2. La responsabilidad patrimonial del Estado-.

En la actualidad, cuando se debate la responsabilidad del Estado por daños causados con el uso de armas de fuego de dotación oficial, por regla general se aplica la teoría del riesgo excepcional
; en este sentido la jurisprudencia de la Sala ha señalado que la Administración debe responder siempre que produzca un daño con ocasión del ejercicio de actividades peligrosas o la utilización de elementos de la misma naturaleza, como lo es la manipulación de las armas de fuego de las cuales están dotadas algunas autoridades por razón de las funciones a ellas encomendadas, tales como la Policía Nacional, el D.A.S., o el Ejército Nacional, pues el Estado asume los riesgos a los cuales expone a la sociedad con la utilización de tales artefactos peligrosos.

En virtud de ese título de imputación objetivo, el demandante tiene el deber de probar la existencia del daño y el nexo causal entre éste y una acción u omisión de la entidad pública demandada, para que se pueda deducir la responsabilidad patrimonial, sin entrar a analizar la licitud o ilicitud de la conducta del agente, la cual resulta irrelevante. A su vez la Administración, para exonerarse de responsabilidad, debe acreditar la presencia de una causa extraña, como el hecho exclusivo de la víctima, la fuerza mayor o el hecho exclusivo y determinante de un tercero.

Sin embargo, cuando se advierte que el daño se produjo por un mal funcionamiento de la Administración, ello se debe poner de presente y el título de imputación con arreglo al cual se debe decidir el litigio ha de ser el de falla del servicio
, en aras del cumplimiento del deber de diagnóstico y pedagogía que le corresponde al juez al definir la responsabilidad del Estado y con el fin de que éste pueda repetir contra el agente que dolosa o culposamente hubiere producido el daño, en caso de que resulte condenado a la correspondiente reparación.

En términos generales, la falla del servicio probada surge a partir de la comprobación de que el daño se hubiere producido como consecuencia de una violación –conducta activa u omisiva- del contenido obligacional, determinado en la Constitución Política o en la ley, a cargo del Estado, lo cual resulta de la labor de diagnóstico que adelanta el juez en relación con las falencias en las cuales hubiere incurrido la Administración y se constituye en un juicio de reproche. Por su parte, en ese campo la entidad pública demandada podrá exonerarse de una declaratoria de responsabilidad si prueba que su actuación no constituyó una vulneración a ese contenido obligacional que le era exigible, es decir que acató los deberes a los cuales se encontraba obligada o si demuestra que el nexo causal era apenas aparente, mediante la acreditación de una causa extraña: fuerza mayor, hecho exclusivo y determinante de la víctima o hecho también exclusivo y determinante de un tercero
.
Con esta óptica, entra la Sala a determinar si en el caso que aquí se decide se configura, o no, la responsabilidad de la Administración.
3. Lo probado en el caso concreto-.
Con base en el material probatorio allegado al expediente, integrado por testimonios y documentos en copia auténtica y originales, se tienen como ciertas las siguientes circunstancias fácticas:
1. El 30 de abril de 1997, aproximadamente a las 10:30 A.M., dos sujetos efectuaron un asalto a una sucursal de la entidad bancaria Davivienda, ubicada en la carrera 19 con calle 21 de la ciudad de Manizales (Caldas); sin embargo, la acción delincuencial fue frustrada por el celador de la mencionada entidad quien detuvo a uno de los asaltantes y lo entregó a los miembros de la Policía Nacional, adscritos al CAI Parque de Caldas de la mencionada ciudad, quienes ante el llamado de la comunidad llegaron al lugar de los hechos; el segundo supuesto atracador huyó del lugar. En virtud de que al llegar a la entidad bancaria el asaltante ya había sido reducido, los uniformados que participaron en el operativo no tuvieron necesidad de hacer uso de sus armas de dotación oficial (testimonios rendidos ante el a quo el 16 de septiembre de 1998 por: el patrullero de la Policía Nacional Jhon Mario Sánchez Hernández, el Sargento Segundo de la Policía Nacional Jorge William Flórez Rondón y copia auténtica del informe rendido el 30 de abril de 1997 por el entonces Comandante de la Estación de Policía de Manizales, Capitán Jairo Pérez Prieto, fls. 1 a 9, 75 y 77 a 81 c.3).
2. Un grupo compuesto por 5 agentes de la Policía Nacional armados, unos en una patrulla y otros en una motocicleta de la institución, en compañía de 7 auxiliares de Policía, éstos últimos sin armamento de dotación y a pié, procedieron a perseguir al segundo asaltante que había huido del lugar de los hechos portando dos revólveres, los cuales fueron accionados en repetidas oportunidades en contra de los uniformados quienes no emplearon su armamento de dotación, dada la afluencia de particulares por la zona en esos momentos. Uno de los disparos efectuados por el presunto delincuente impactó en una llanta de la patrulla de la Policía Nacional, por lo cual ésta no pudo continuar con la persecución (testimonios rendidos ante el a quo el 17, el 22 y 23 de septiembre de 1998 por los siguientes miembros de la Policía Nacional: Subintendente Orlando León Duque Cano, Suboficial Carlos Alberto López Arenas y agente Alfredo de Jesús Orozco Alzate; así mismo por el Fiscal Héctor Fabio Quintero González, fls. 27 a 33, 35 a 42 c.3).

3. A la altura de la carrera 17 con calle 18 de la ciudad de Manizales (Caldas) el asaltante volvió a accionar sus armas de fuego en contra de los uniformados y de paso hirió a los señores Efraín Aguilar Suárez, Lázaro Castaño Alzate y Gabriel Antonio Bedoya Ramírez. En ese momento, un agente del CTI, que se encontraba en el lugar, en compañía de un Fiscal y de 3 agentes más del CTI, practicando un allanamiento, accionó su arma de dotación oficial en contra del agresor quien posteriormente falleció en un centro asistencial al cual fue trasladado por los agentes de la Policía Nacional (testimonios rendidos ante el a quo el 17, el 22 y 23 de septiembre de 1998 por los siguientes miembros de la Policía Nacional: Subintendente Orlando León Duque Cano, Suboficial Carlos Alberto López Arenas y agente Alfredo de Jesús Orozco Alzate; así mismo por el Fiscal Héctor Fabio Quintero González, fls. 27 a 33, 35 a 42 c.3).
Según el informe rendido el 30 de abril de 1997 por el entonces Comandante de la Estación de Policía de Manizales (Caldas), Capitán Jairo Pérez Prieto, los hechos del 30 de abril de 1997 se desarrollaron de la siguiente manera:

“Siendo aproximadamente las 10:30 horas del día 30-04-97, ingresaron a las oficinas de DAVIVIENDA ubicadas en la Carrera 19 N° 20-46, el antes mencionado [detenido Jhon Didier Zapata Ramírez] y CÉSAR MAURICIO ECHAVARRÍA RESTREPO (…), quienes utilizando armas de fuego intimidaron al vigilante de nombre JAIRO GARCÍA LONDOÑO (…), a quien despojaron de su arma de dotación revólver marca Smith & Wesson, calibre 38 largo, cañón recortado, N° 4D48714, cachas de madera, N° interno 34411, propiedad de la empresa CELAR LTDA., procediendo a reducir a todas las personas que se encontraban dentro del establecimiento bancario y sustraer el dinero de las cajas, valor aproximado de $9’754.000.oo. Al momento de la retirada, el hoy capturado en un descuido fue despojado por el vigilante del dinero y el revólver que portaba que corresponde a uno marca RUGER calibre 38 largo, N° 160-11278, siendo apoyado por el Sargento Segundo FLÓREZ RONDÓN JORGE WILLIAM, Subintendente OSPINA WILLIAM, Patrullero SÁNCHEZ HERNÁNDEZ JHON MARIO y sus patrullas motorizadas, alertando a las demás patrullas de la ciudad. Acudiendo a los alrededores del sitio de los hechos la Subintendente BEDOYA RIVERA MARÍA SHIRJEY y sus tripulantes de nombre Agente GARCÍA JOSÉ FRANCISCO, observaron al individuo quien reaccionó utilizando su arma de fuego contra los Policiales y posteriormente abordó la motocicleta RX115, marca Yamaha, color marrón, placa HIK-37, propiedad del señor JHON JAIRO VELÁSQUEZ (…), quien fue encañonado por el mencionado malhechor, éste al no prender dicha moto, la dejó abandonada y continuó la huida por el sector de Los Agustinos, disparando en repetidas ocasiones contra las patrullas policiales causando heridas a los siguientes transeúntes:
-LÁZARO CASTAÑO ALZATE (…), presenta una herida en el pié izquierdo con orificio de salida en el tobillo.

- GABRIEL BEDOYA (…), presenta un orificio de entrada en el costado izquierdo con orificio de salida en la espalda.

- EFRAÍN AGUILAR SUÁREZ (…), presenta una herida en el codo izquierdo.

Dirigiéndose al sector del Terminal, siendo interceptado en la calle 19 con carrera 17, esquina. Personal de la Fiscalía que se encontraba en una diligencia Judicial, actuaron con sus armas de fuego contra el delincuente, al igual que la patrulla motorizada al mando del señor Subintendente DUQUE CANO ORLANDO y el Agente RIVERA, personal de la Fiscalía que actuó en este caso fueron: el Fiscal 16 Seccional, de nombre HÉCTOR FABIO QUINTERO GONZÁLES (…), quien se encontraba en compañía de los Investigadores GERMÁN CARDONA SEPÚLVEDA (…), ALFONSO CARDONA CARDONA (…)., HERNÁN RAMÍREZ GALEANO (…) y JORGE EDUARDO BUITRAGO PATIÑO, en ese mismo momento arribó la patrulla del Intendente LÓPEZ ARENAS CARLOS ALBERTO en compañía del Agente conductor OROZCO ALZATE ALFREDO, quienes fueron agredidos con las armas de fuego que portaba el individuo, impactando uno de ellos contra la patrulla vehículo Panel sigla 09-147, al repeler los ya mencionados el ataque del individuo, este cayó herido frente al San Andresito en la calle 19 entre carreras 17 y 18 portando dos armas de fuego, una de dotación del vigilante ya mencionada y la otra un revólver marca Llama modelo Cassidy, calibre 38 largo, sin numeración, el cual presenta todos los cartuchos percutidos y el revólver marca Smith & Wesson presenta una vainilla y cinco cartuchos, armas estas recogidas por el Fiscal 16 Seccional y entregadas al señor Intendente LÓPEZ ARENAS CARLOS ALBERTO, siendo trasladado [el presunto delincuente] al Hospital de Caldas donde falleció, quien portaba los documentos a nombre de CESAR MAURICIO ECHAVARRÍA RESTREPO y presentaba una herida en la región infraescapular izquierda con orificio de salida en la región clavicular derecha.” (Resaltado no original - Copia auténtica a fls. 75 y 77 a 81 c.3).
4. El señor Efraín Aguilar Suárez acudió a la unidad de urgencias del Hospital de Caldas E.S.E., donde fue atendido por una herida causada con proyectil de arma de fuego en el miembro superior izquierdo, pliegue interno del codo, la cual recibió atención ambulatoria ya que era superficial (informe rendido ante el a quo el 21 de septiembre de 1998 por el Subgerente de Salud del Hospital de Caldas E.S.E., con base en la historia clínica No. 969175 correspondiente al paciente Efraín Aguilar Suárez, fls. 82 y 83 c.3).
Según el resumen de la historia clínica No. 969175, se tiene que para el 30 de abril de 1997, el señor Efraín Aguilar Suárez presentaba:

“Herida de 2X4 cms oval, en cara interna de codo izquierdo, superficial sin compromiso vascular nervioso tendinoso, buena perfusión distal, resto bien. IDX: Herida por proyectil arma de fuego codo. Conducta: Lavado exhaustivo con solución salina normal, afrote piel (separados), RX codo: normal, tratamiento ambulatorio.” (fls. 82 y 8 c.3).
5. El señor Gabriel Antonio Bedoya Ramírez fue atendido en el Instituto de Seguro Social – Seccional Caldas – Clínica Villapilar, por presentar una herida por arma de fuego en la región abdominal izquierda a causa de la cual fue intervenido quirúrgicamente para extirpación del bazo. Por mejoría el paciente fue dado de alta el 5 de mayo de 1997 a la 1:00 P.M. (copia auténtica de la historia clínica del señor Gabriel Antonio Bedoya Ramírez, elaborada por el Instituto de Seguro Social – Seccional Caldas - Clínica, fls. 84 a 100).
6. El 17 de mayo de 1997 a las 9:30 P.M., en las instalaciones de la Clínica del Seguro Social de Manizales (Caldas), falleció el señor Gabriel Antonio Bedoya Ramírez de 72 años de edad, a causa de un infarto, debido a una cardiomiopatía hipertrófica dilatada. La necropsia practicada al cadáver del mencionado señor arrojó que con anterioridad había sufrido una herida por arma de fuego en la región toraco - abdominal, por la cual había sido intervenido quirúrgicamente y al momento de su deceso dicha herida se encontraba completamente cicatrizada (copia auténtica del registro civil de defunción del señor Gabriel Antonio Bedoya Ramírez, del acta de levantamiento de cadáver No. 229 de mayo 18 de 1997, del protocolo de necropsia No. 230 de mayo 18 de 1997, fls. 13 c.p.,  54, 55, 66 y 67 c.3).

Se consignó en el protocolo de necropsia No. 230 de mayo 18 de 1997:

“CONCLUSIONES:

GABRIEL ANTONIO BEDOYA RAMÍREZ, hombre anciano que fallece por shock cardiogénico agudo secundario a una cardiomiopatía hipertrófica y dilatada desencadenada parecer por una insuficiencia cardiaca e hipertensión arterial.

NOTA: es de anotar que el paciente había sufrido previamente una lesión por proyectil de arma de fuego en abdomen que requirió cirugía y realizar extracción del bazo, pero éstas lesiones estaban completamente cicatrizadas y no fueron las desencadenantes del fallecimiento.

Mecanismo de muerte: shock cardiogénico.
Causa de muerte: cardiomiopatía hipertrófica y dilatada.

Manera de muerte: natural.” (Resaltado fuera del original, fls. 54, 65 y 66 c.p.).

4. Análisis de la Sala-. 
De conformidad con lo anterior, encuentra la Sala claramente demostrado el daño invocado por la parte actora, consistente en las lesiones sufridas por el señor Efraín Aguilar Suárez el 30 de abril de 1997, alrededor de las 10:30 A.M., en la ciudad de Manizales (Caldas) a manos de un tercero ajeno a la Administración y la muerte del señor Gabriel Antonio Bedoya Ramírez el 17 de mayo siguiente a las 9:30 P.M., en las instalaciones de la Clínica Villapilar del Instituto 




















































































































de Seguros Sociales en la misma ciudad.
No obstante lo anterior, considera a Sala que los anotados daños no pueden serle atribuidos a la parte demandada, toda vez que según el material probatorio analizado, resulta una verdad contundente que no fueron causados por los agentes de la Policía Nacional y/o del Cuerpo Técnico de Investigaciones –CTI- de la Fiscalía General de la Nación –ni accidental ni voluntariamente-, con sus armas de dotación oficial, como se afirmó en la demanda. 

En efecto, en primer lugar se tiene que el deceso del señor Gabriel Antonio Bedoya Ramírez no ocurrió como consecuencia de la herida por arma de fuego por él sufrida el 30 de abril de 1997, sino que se debió a causas naturales, concretamente a un infarto derivado de una cardiomiopatía hipertrófica dilatada, afección en la cual no incidió para nada la anotada herida, la cual, además, al momento del fallecimiento del señor Bedoya Ramírez ya se encontraba cicatrizada (copia auténtica del registro civil de defunción del señor Gabriel Antonio Bedoya Ramírez, del acta de levantamiento de cadáver No. 229 de mayo 18 de 1997, del protocolo de necropsia No. 230 de mayo 18 de 1997, fls. 13 c.p.,  54, 55, 66 y 67 c.3).

En cuanto a la herida por arma de fuego sufrida por el señor Efraín Aguilar Suárez el 30 de abril de 1997, el único medio probatorio que describe el momento en el cual la misma se produjo, arroja que ésta fue causada por el asaltante, quien en esos momentos era perseguido por los agentes de la Policía Nacional y accionó en repetidas oportunidades, de forma indiscriminada, las dos armas de fuego que portaba. Por su parte, los policiales no hicieron uso de su armamento de dotación oficial, toda vez que eran concientes de la alta afluencia de transeúntes que en ese momento se encontraban en el lugar de los hechos y, en cuanto a los miembros del CTI, se tiene que sólo uno de ellos accionó su arma de dotación y lo hizo en contra del presunto delincuente, quien cayó herido y en consecuencia pudo ser reducido (testimonios rendidos ante el a quo el 17, el 22 y 23 de septiembre de 1998 por los siguientes miembros de la Policía Nacional: Subintendente Orlando León Duque Cano, Suboficial Carlos Alberto López Arenas y agente Alfredo de Jesús Orozco Alzate; así mismo por el Fiscal Héctor Fabio Quintero González y copia auténtica del informe rendido el 30 de abril de 1997 por el entonces Comandante de la Estación de Policía de Manizales, Capitán Jairo Pérez Prieto, fls. 27 a 33, 35 a 42, 75 y 77 a 81 c.3). 
Es decir, en el expediente no se acreditó que la muerte del señor Gabriel Antonio Bedoya Ramírez y las lesiones padecidas por el señor Efraín Aguilar Suárez, hubieren sido la consecuencia de una conducta desplegada por la Administración, consistente en accionar sus armas de fuego de dotación oficial –accidental o voluntariamente- en contra de los aludidos señores; tampoco se demostró que el día en el cual los 2 señores resultaron heridos por un tercero ajeno a la Administración -30 de abril de 1997- los agentes de la Policía Nacional y del CTI hubieren actuado de tal manera falente que propiciaran o contribuyeran de modo alguno en la acción desplegada por dicho tercero; por el contrario, sí se demostró que los agentes procedieron de forma prudente, sin hacer uso de su armamento de dotación, precisamente por lo concurrido que en ese momento se encontraba el sector por donde el malhechor era perseguido y que únicamente un agente del CTI disparó en contra de éste último, con el propósito de reducirlo, como efectivamente ocurrió y que, quien causó las anotadas heridas no fue otro que dicho tercero, quien disparó en repetidas oportunidades y en un lapso breve en contra de los agentes de la Policía Nacional, impactando los proyectiles percutidos en una patrulla de dicha institución y en 3 particulares que en ese momento se encontraban en el lugar de los hechos.
Para la Sala, la comprobación de que fue el actuar de un tercero la causa adecuada de las heridas por arma de fuego que los señores Efraín Aguilar Suárez y Gabriel Antonio Bedoya Ramírez sufrieron el 30 de abril de 1997, impide la declaratoria de responsabilidad de la parte demandada, toda vez que la presencia de dicha causal excluyente de responsabilidad implica la inexistencia de un nexo de causalidad entre el daño padecido por la parte actora y la actividad de la Administración. En este punto es preciso anotar además que, el aludido hecho del tercero fue imprevisible, irresistible y externo para las entidades públicas demandas, toda vez que la reacción combativa del asaltante frente a la acción de las autoridades que pretendían su captura –en cumplimiento de su deber de defensa de los derechos y bienes de los administrados- fue súbita y repentina, no obstante la diligencia y cuidado que los agentes emplearon, con miras a evitar resultados dañosos, sin que su conducta los propiciara o concurriera en su realización.
En efecto,
 las denominadas causales eximentes de responsabilidad -fuerza mayor, hecho exclusivo y determinante de un tercero o de la víctima- constituyen un conjunto de eventos que dan lugar a que devenga jurídicamente imposible imputar, desde el punto de vista jurídico, la responsabilidad por los daños cuya causación da lugar a la iniciación del litigio a la persona o entidad que obra como demandada dentro del mismo o, dicho de otro modo, tales supuestos conllevan la ruptura del nexo de causalidad entre la conducta -activa u omisiva- de la autoridad pública demandada y los daños cuya producción conduce a la instauración del proceso ante el Juez de lo Contencioso Administrativo. 

No puede perderse de vista, entonces, que el examen que se realiza por parte del juzgador, en orden a dilucidar si una de las anotadas eximentes de responsabilidad se ha configurado, o no, en un caso concreto, implica concomitantemente averiguar y razonar en punto a la relevancia jurídica de la actuación de la entidad demandada dentro del proceso causal de producción del daño -más allá de su relevancia física o material dentro de dicho íter- atendiendo, de acuerdo con la postura que reiteradamente ha sostenido esta Corporación, a las exigencias derivadas de la aplicación de la teoría de la causalidad adecuada. En esa dirección, la Sala ha precisado lo siguiente:      
“2. Aunque en el tema de definir si determinado daño puede imputarse a una autoridad pública, estudiado como el elemento "relación de causalidad", cuando el perjuicio ha sido producto de causas concurrentes, no pueden señalarse reglas absolutas, ni desecharse el peso que tiene en el punto la valoración subjetiva del juzgador, sí estima la sala que sobre él pueden establecerse las siguientes pautas generales:

a. No puede determinarse, como única causa de un daño, aquella que corresponde al último suceso ocurrido en el tiempo.  Este criterio simple, que opone la causa inmediata a la causa remota, implicaría, en últimas, confundir la causalidad jurídica con la causalidad física y no tomar en cuenta hechos u omisiones que, si bien no son la última causa del daño sí contribuyeron a determinar su producción.

A objeto de diferenciar las causas físicas de las jurídicas, el profesor Soler, enseña:

“Así, no debe sorprendernos que la solución jurídica concreta de tal cuestión se detenga, a veces, en un punto determinado, situado más acá de donde iría el examen físico de una serie causal, y se desinterese de causas anteriores. Otras veces, en cambio, va más allá de la verdadera causación física y hace surgir responsabilidad de una relación causal hipotética, basada precisamente en la omisión de una causa." (Soler, citado por Ricardo Luis Lorenzetti, en la obra De la Responsabilidad Civil de los médicos, Rubinzal, Culzoni, editores, 1.986, pag. 257.)

b. Tampoco puede considerarse que todos los antecedentes del daño son jurídicamente causas del mismo, como se propone en la teoría de la equivalencia de condiciones, o de la causalidad ocasional expuesta por la Corte Suprema de Justicia en sentencia del 17 de septiembre de 1.935, según la cual "en estos casos si la persona culpable se hubiera conducido correctamente, el perjuicio no habría ocurrido", a la cual se refiere también un salvamento de voto del Dr. Antonio J. de Irisarri del 8 de octubre de 1986 (exp. 4587), en el cual se expresa que "con fines simplemente analíticos, para verificar esa relación de causa a efecto, puede examinarse qué ocurriría o habría ocurrido, si el suceso - causa no se hubiera dado. Si la respuesta es en el sentido de que el efecto no habría sucedido, ha de admitirse que aquél sí constituye causa de éste, porque justamente para que el efecto se dé en la realidad, tiene que ocurrir aquél. En la hipótesis contraria no existiría esa relación de causalidad."  

Tal posición llevaría a que en el clásico ejemplo citado por José Melich, el sastre que retrasa por negligencia la entrega de un abrigo de viaje, tendría que responder por el accidente ferroviario que sufrió su cliente que debió por tal motivo aplazar su viaje. Como lo señala el doctor Javier Tamayo Jaramillo, "deshumanizaría la responsabilidad civil y permitiría absurdamente, buscar responsables hasta el infinito." 

Lorenzetti puntualiza aquí:

"No basta, según esta idea, la mera supresión mental hipotética, esto es borrar mentalmente la causa para ver si el resultado se produce o no sin ella. Es necesario emitir un juicio acerca de la regularidad con que se producen los fenómenos (constancia posible) lo que nos proporciona la noción de "causa adecuada". (ob. citada p. 261).

c. Tal concepción debe entonces complementarse en el sentido de considerar como causas jurídicas del daño, sólo aquéllas que normalmente contribuyen a su producción, desechando las que simplemente pueden considerarse como condiciones. Tal como lo proponen los partidarios de la teoría de la causalidad adecuada, expuesta por el alemán Von Kries, "sólo son jurídicamente causas del daño, aquellos elementos que debían objetiva y normalmente producirlo."

H. Mazeaud, citado por José Melich Orsini, en "La responsabilidad civil por los Hechos Ilícitos" (Biblioteca de la academia de ciencias políticas y sociales, Caracas, 1.995, pag. 211 a 215) expresa sobre el punto:

“Hoy día la mayor parte de los autores han abandonado la teoría de la equivalencia de condiciones: ellos no admiten que todos los acontecimientos que concurren a la realización de un daño sean la causa de tal daño desde el punto de vista de la responsabilidad civil. Parece, en efecto, que para ser retenido como causa desde el punto de vista de la responsabilidad civil, es decir, para ser susceptible de comprometer la responsabilidad civil de su autor, el acontecimiento debe haber jugado un papel preponderante en la realización del daño. Pero los jueces serán libres de apreciar si el acontecimiento ha jugado o no un papel suficiente en la producción del daño para ser retenido como causa del daño. No se puede ligar a la jurisprudencia por un criterio absoluto, ni aun por el criterio propuesto por los partidarios de la causalidad adecuada: el criterio de la normalidad. Todo lo que puede exigirse es que el acontecimiento haya jugado un papel preponderante, un papel suficiente en la realización del daño. Quienes no quieren adoptar el criterio de la normalidad propuesto por la teoría de la causalidad adecuada, son partidarios de la llamada tesis de la causalidad eficiente, esto es: que lo que debe investigarse es si el hecho ha jugado o no un papel preponderante, una función activa en la producción del daño."

Ennecerus, citado en la misma obra, expresa:

“En el problema jurídico de la causa, no se trata para nada de causa y efecto en el sentido de las ciencias naturales, sino de si una determinada conducta debe ser reconocida como fundamento jurídico suficiente para la atribución de consecuencias jurídicas... Prácticamente importa excluir la responsabilidad por circunstancias que, según su naturaleza general y las reglas de la vida corriente, son totalmente indiferentes para que surja un daño de esa índole y que, sólo como consecuencia de un encadenamiento totalmente extraordinario de las circunstancias, se convierte en condición del daño.  Así, pues, se labora con un cálculo de probabilidades y sólo se reconoce como causa, aquella condición que se halla en conexión adecuada con un resultado semejante"”
 (Subrayas fuera del texto original).
En ese orden de ideas, la aceptación de la posibilidad del advenimiento de una causa extraña que opere como causal liberatoria de la responsabilidad del ente demandado es, según se ha visto, plasmación y desarrollo de la teoría de la causalidad adecuada en la medida en la cual si se aplicara con todo rigor la teoría de la equivalen​cia de las condiciones, necesariamente habría que condenar, en todos los casos, al agente que causó físicamente el daño, puesto que él habría obrado como una de las causas generadoras de aquél, sin importar que, a su vez, el mencionado daño pudiere haber sido el efecto de una causa anterior a la cual habría que atribuir, de forma exclusiva o concurrentemente con el agente que físicamente ocasionó la lesión, la responsabilidad derivada de la ocurrencia de ésta; por el contrario, aplicando la teoría de la causalidad adecuada, el juez tendrá la posibilidad de valorar si la causa externa fue el factor que, de manera exclusiva, o no, dio lugar al acaecimiento del daño, juicio que determinará si el correspondiente hecho externo a la actividad del demandado tiene la virtualidad de destruir el nexo de causalidad entre ésta y la lesión causada o, por el contrario, concurre con o no excluye a la conducta -activa u omisiva- del agente estatal en punto a la imputabilidad jurídica del deber de indemnizar
.

Tres son los elementos cuya concurrencia tradicionalmente se ha señalado como necesaria para que proceda admitir la configuración de una causa extraña -cualquiera que ésta sea, no sólo la fuerza mayor, que es aquella respecto de la cual suelen preconizarse las particularidades que se referirán- que impida la configuración de un nexo de causalidad entre la actuación u omisión administrativa y el daño irrogado -o de una causal de exoneración-: (i) su irresistibilidad; (ii) su imprevisibilidad y (iii) su exterioridad respecto del demandado
.  

En cuanto tiene que ver con (i) la irresistibilidad como elemento de la causa extraña, la misma consiste en la imposibilidad del obligado a determinado comportamiento o actividad para desplegarlo o para llevarla a cabo; en otros términos, el daño debe resultar inevitable para que pueda sostenerse la ocurrencia de una causa extraña, teniendo en cuenta que lo irresistible o inevitable deben ser los efectos del fenómeno y no el fenómeno mismo, pues el demandado podría, en determinadas circunstancias, llegar a evitar o impedir los efectos dañinos del fenómeno, aunque este sea, en sí mismo, irresistible, caso de un terremoto o de un huracán (artículo 64 del Código Civil) algunos de cuyos efectos nocivos, en ciertos supuestos o bajo determinadas condiciones, podrían ser evitados. 

Por lo demás, si bien la mera dificultad no puede constituirse en verdadera imposibilidad, ello tampoco debe conducir al entendimiento de acuerdo con el cual la imposibilidad siempre debe revestir un carácter sobrehumano; basta con que la misma, de acuerdo con la valoración que de ella efectúe el juez en el caso concreto, aparezca razonable, como lo indica la doctrina:

“La imposibilidad de ejecución debe interpretarse de una manera humana y teniendo en cuenta todas las circunstancias: basta que la imposibilidad sea normalmente insuperable teniendo en cuenta las condiciones de la vida”
.
En lo referente a (ii) la imprevisibilidad, conviene precisar que la misma no puede limitarse a aquellas circunstancias respecto de las cuales "no sea posible contemplar por anticipado su ocurrencia"
, toda vez que “[P]rever, en el lenguaje usual, significa ver con anticipa​ción"
, entendimiento que no puede comprender, sin limitaciones, el hecho de que el agente causante del daño sólo pudiera invocar la configuración de la causa extraña cuando el hecho alegado no resulte imaginable antes de su ocurrencia, cuestión de suyo improbable si se tiene en cuenta que el demandado podría prefigurarse, aunque fuese de manera completamente eventual, la gran mayoría de situaciones catalogables como causa extraña antes de su ocurrencia, más allá de que se sostenga que la imposibilidad de imaginar el hecho aluda a que el mismo jamás hubiera podido pasar por la mente del demandado o a que éste deba prever la ocurrencia de las circunstancias que resulten de mayor o menor posibilidad de configuración o a que se entienda que lo imprevisible está relacionado con el conocimiento previo de un hecho de acaecimiento cierto. 
Es por ello que la Sala ya ha tenido ocasión de puntualizar
 que el carácter imprevisible de la causa extraña debe ser entendido como la condición de “imprevisto” de la misma, esto es, de acontecimiento súbito o repentino, tal y como lo expresan tanto el Diccionario de la Real Academia Española de la Lengua, como el artículo 64 del Código Civil
 y la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, de acuerdo con la cual “[I]mprevisible será cuando se trate de un acontecimiento súbito, sorpresivo, excepcional, de rara ocurrencia”
, acepción del vocablo “imprevisible” que evita la consecuencia a la cual conduce el entendimiento del mismo en el sentido de que se trata de aquello que no es imaginable con anticipación a su ocurrencia, toda vez que esta última comprensión conllevaría a que la causa extraña en realidad nunca operase, si se tiene en cuenta que prácticamente todos los sucesos que ocurren a diario ya han sido ima​ginados por el hombre. 

No está de más señalar, en cualquier caso, que la catalogación de un determinado fenómeno como imprevisible excluye, de suyo, la posibilidad de que en el supuesto concreto concurra la culpa del demandado, pues si éste se encontraba en la obligación de prever la ocurrencia del acontecimiento al cual se pretende atribuir eficacia liberatoria de responsabilidad y además disponía de la posibilidad real y razonable de hacerlo, entonces los efectos dañinos del fenómeno correspondiente resultarán atribuibles a su comportamiento culposo y no al advenimiento del anotado suceso. Culpa e imprevisibilidad, por tanto, en un mismo supuesto fáctico, se excluyen tajantemente.
Así pues, resulta mucho más razonable entender por imprevisible aquello que, pese a que pueda haber sido imaginado con anticipación, resulta súbito o repentino o aque​llo que no obstante la diligencia y cuidado que se tuvo para evitarlo, de todas maneras acaeció, con independencia de que hubiese sido mentalmente figurado, o no, previamente a su ocurrencia. 
Y, por otra parte, en lo relacionado con (iii) la exterioridad de la causa extraña, si bien se ha señalado que dicho rasgo característico se contrae a determinar que aquella no puede ser imputable a la culpa del agente que causa el daño o que el evento correspondiente ha de ser externo o exterior a su actividad, quizás sea lo más acertado sostener que la referida exterioridad se concreta en que el acontecimiento y circunstancia que el demandado invoca como causa extraña debe resultarle ajeno jurídicamente, pues más allá de sostener que la causa extraña no debe poder imputarse a la culpa del agente resulta, hasta cierto punto, tautológico en la medida en la cual si hay culpa del citado agente mal podría predicarse la configuración -al menos con efecto liberatorio pleno- de causal de exoneración alguna, tampoco puede perderse de vista que existen supuestos en los cuales, a pesar de no existir culpa por parte del agente o del ente estatal demandado, tal consideración no es suficiente para eximirle de responsabilidad, como ocurre en los casos en los cuales el régimen de responsabilidad aplicable es de naturaleza objetiva, razón por la cual la exterioridad que se exige de la causa del daño para que pueda ser considerada extraña a la entidad demandada es una exterioridad jurídica, en el sentido de que ha de tratarse de un suceso o acaecimiento por el cual no tenga el deber jurídico de responder la accionada. 
Por otra parte, en relación con la causal de exoneración consistente en el hecho de un tercero, la jurisprudencia de esta Corporación ha señalado que la misma se configura siempre y cuando se demuestre que la circunstancia extraña es completamente ajena al servicio y que este último no se encuentra vinculado en manera alguna con la actuación de aquél, de manera que se produce la ruptura del nexo causal; además, como ocurre tratándose de cualquier causa extraña, se ha sostenido que la misma debe revestir las características de imprevisibilidad e irresistibilidad antes anotadas, más allá de la consideración de acuerdo con la cual ha de tratarse de una conducta ajena a la de la entidad pública demandada. Adicionalmente, no puede perderse de vista que para que el hecho del tercero pueda ser admitido como eximente de responsabilidad no se precisa que sea culposo sino que constituya la causa exclusiva del daño. Así pues, en relación con la aludida causa extraña, la Sala ha sostenido lo siguiente:

“Es cierto que el hecho del tercero, constituye causal exonerativa de responsabilidad estatal, en tanto que ese tercero no dependa de la propia administración y además que el hecho aludido sea causa exclusiva o determinante del daño. 

(...).
Se recuerda que el hecho del tercero para valer como causal exonerativa de responsabilidad debía de ser, en el sub-júdice, irresistible e imprevisible para el Estado Colombiano, en razón a que si estaba en condiciones de proveerlo (sic) o de resistirlo, como en efecto lo estuvo, y a pesar de ello no lo hizo, o lo hizo deficientemente, tal comportamiento culposo administrativo que vincula su conducta con el referido daño, bien puede considerarse como causa generadora de éste, sin que en tales condiciones resulte interrumpida la relación de causalidad anteriormente advertida.

En torno del tema analizado, cabe recordar el fallo de 24 de agosto de 1989, expediente 5693, del cual fue ponente el señor Consejero Doctor Gustavo de Greiff Restrepo, cuyos apartes pertinentes contienen:

"La doctrina es unánime al considerar que para que el hecho del tercero pueda configurarse como causal de exoneración de responsabilidad, es indispensable que pueda tenérsela como causa exclusiva del daño, producida en tales circunstancias que sea imprevisible e irresistible para que reúna las características de una causa extraña, ajena a la conducta de quien produjo el daño.

"Se hace notorio que el hecho del tercero debe ser imprevisible puesto que si puede ser prevenido o evitado por el ofensor le debe ser considerado imputable conforme al principio según el cual ‘no evitar un resultado que se tiene la obligación de impedir, equivale a producirlo'. Y debe ser irresistible puesto que si el causante del daño puede válidamente oponerse a él y evitarlo, luego no lo puede alegar como causal de exoneración””
. 

De conformidad con las consideraciones expuestas, la Sala confirmará la sentencia apelada en el sentido de negar las pretensiones de la demanda.

5. Costas-. 
En atención a que para el momento en el cual se dicta este fallo la Ley 446 de 1998, en su artículo 55, indica que sólo hay lugar a la imposición de costas cuando alguna de las partes hubiere actuado temerariamente y como en el sub lite ninguna de aquellas actuó de esa forma, no habrá lugar a su imposición y se confirmará lo decidido en este punto por el a quo. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

F A L L A

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Caldas el 11 de febrero de 2000, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.
SEGUNDO: Sin condena en costas.

TERCERO: En firme este fallo devuélvase el expediente al Tribunal de origen.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

	RUTH STELLA CORREA PALACIO

Presidenta de la Sala
	GLADYS AGUDELO ORDÓÑEZ



	MAURICIO FAJARDO GÓMEZ


	ENRIQUE GIL BOTERO

Con salvamento de voto


Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo de Estado. 






























































































































































































































































































� En razón a la cuantía, el proceso es de doble instancia, pues la pretensión mayor correspondiente a perjuicios morales a favor de la señora Laura Rosa Castaño, se estimó en $23’607.640 (equivalente a 2000 gramos de oro a la presentación de la demanda), monto que supera la cuantía requerida en el año 1997 ($13’460.000) para que un proceso, adelantado en ejercicio de la acción de reparación directa, fuere de doble instancia.


� Consejo de Estado, S.C.A., Sección Tercera, sentencia de febrero 11 de 2009, Exp. 15769, C.P. Myriam Guerrero de Escobar.


� Art. 99 Ley 270 de 1996-. Del Director ejecutivo de Administración Judicial. (…).


Son funciones del Director Ejecutivo de Administración Judicial:


(…).


8. Representar a la Nación - Rama Judicial en los procesos judiciales para lo cual podrá constituir apoderados especiales.


� Art. 49 Ley 446 de 1998-. Representación de las Personas de Derecho Público. El artículo 149 del Código Contencioso Administrativo, quedará así: 


(…).


En los procesos Contencioso Administrativos la Nación estará representada por el Ministro, Director de Departamento Administrativo, Superintendente, Registrador Nacional del Estado Civil, Fiscal General, Procurador o Contralor o por la persona de mayor jerarquía en la entidad que expidió el acto o produjo el hecho.         


� Consejo de Estado, S.C.A., Sección Tercera, sent. de diciembre 13 de 2001, Exp. 12787, C.P. Ricardo Hoyos.


� Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, Providencia del 5 de junio de 2001, Exp. C-736, C.P. Ligia López Díaz.


� Hasta 1989, la jurisprudencia del Consejo de Estado resolvió los casos relacionados con daños causados por armas de dotación oficial a través de la falla del servicio probada -sentencia de octubre 21 de 1982- con alguna incursión en la presunción de culpa -sentencia de octubre 24 de 1975, Exp. 1631-. Pero en sentencia del 20 de febrero de ese año, Exp. 4655, el Consejo de Estado habló de falla del servicio presunta. En tal sentencia se dijo que el actor sólo debía acreditar que ha sufrido un perjuicio indemnizable y la existencia de una relación causal con el servicio y, por su parte, la Administración sólo podía exonerarse de toda responsabilidad si probaba que aunque el daño fue causado por un hecho a ella imputable, había obrado de tal manera prudente y diligente, que su actuación no pudiera calificarse como omisiva, imprudente o negligente, que dé lugar a comprometer su responsabilidad. Posteriormente se consideró que los daños producidos por cosas o actividades peligrosas, como el uso de armas de fuego de dotación oficial, debían analizarse bajo el régimen de presunción de responsabilidad -sentencias de agosto 24 de 1992, Exp. 6754 y, de septiembre 16 de 1999, Exp. 10922- en el entendido de que la falla sólo habría de presumirse en eventos bien distintos. Más adelante, la Sala señaló que el régimen aplicable en estos casos es el de responsabilidad objetiva en aplicación de la teoría del riesgo, posición que se mantiene en la actualidad -sentencias de julio 14 de 2004, Exp. 14308; de febrero 24 de 2005, Exp. 13967 y; de marzo 30 de 2006, Exp. 15441-.


� Al respecto existen abundantes antecedentes jurisprudenciales, ver entre otras: Consejo de Estado, S.C.A., Sección Tercera, sentencias de agosto 19 de 2004, Exp. 15791, C.P. Ramiro Saavedra Becerra; marzo 10 de 2005, Exp. 14808, C.P. Germán Rodríguez y; abril 26 de 2006, Exp. 15427, C.P. Ruth Stella Correa.


� Consejo de Estado, S.C.A., Sección Tercera, sentencia de noviembre 8 de 2007, Exp. 15971, C.P. Ramiro Saavedra Becerra.


� Se reiteran las consideraciones esgrimidas en: Consejo de Estado, S.C.A., Sección Tercera, sentencia de marzo 26 de 2008, Exp. 16530.


� Consejo de Estado, S.C.A., Sección Tercera, sentencia de septiembre 11 de 1997, C.P. Carlos Betancur Jaramillo, Rad. 11764.


� Esta postura es, igualmente, la asumida por el profesor Javier Tamayo Jaramillo, quien, en idéntico sentido, se apoya en lo expresado por el profesor Jorge Santos Ballesteros al respecto: “... la intervención del factor extraño, en consecuencia, encuentra asidero pleno en la denominada tesis de la causalidad adecuada, por cuanto el even�to causal debe ser analizado desde la óptica de lo que es idóneo y adecuado para la producción del daño atendiendo las circunstancias regulares y norma�les en que se desenvuelven los acontecimientos diarios”. Cfr. TAMAYO JARAMILLO, Javier, Tratado de responsabilidad civil, Tomo II, segunda edición, Legis, Bogotá, 2.007, pp. 14-15.


� Siguiendo la exposición efectuada, en este sentido, por TAMAYO JARAMILLO, Javier, Tratado de responsabilidad civil, cit., pp. 17-58. 


� ROBERT, André, Les responsabilites, Bruselas, 1981, p. 1039, citado por TAMAYO JARAMILLO, Javier, Tratado de responsabilidad civil, cit., p. 19.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia del 20 noviembre de 1989, Jurisprudencia y Doctrina, tomo XIX, Bogotá, Legis, p. 8.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia del 26 mayo de 1936, Gaceta Judicial, tomo XLIII, p. 581.


� Consejo de Estado, S.C.A., Sección Tercera, sentencia de marzo 26 de 2008, Exp. 16530.


� Cuyo tenor literal es el siguiente: “Se llama fuerza mayor o caso fortuito, el imprevisto a que no es posible resistir, como un naufragio, un terremoto, el apresamiento de enemigos, los autos de autoridad ejercidos por un funcionario público, etc”.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia de 26 de enero de 1.982, Gaceta Judicial, tomo CLXV, p. 21.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de agosto diecinueve (19) de mil novecientos noventa y cuatro (1994); Consejero ponente: Daniel Suárez Hernández; Radicación número: 9276.
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